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SEÑORES 
HONORABLES MAGISTRADOS  
CONSEJO DE ESTADO  
SECCIÓN TERCERA 
BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL 
E. S. D.- 
 
 

REFERENCIA : ACCIÓN DE TUTELA 
ACCIONANTE : INDIRA SANABRIA ACEVEDO  
ACCIONADO : TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ  
 

 

EDUARDO TAPIAS SERNA, mayor, vecino y con domicilio en esta 

Ciudad, identificado como aparece al pie de mi firma, titular de la 

tarjeta Profesional 23908 del Consejo Superior de la Judicatura, 

actuando como Apoderado especial de la Doctora INDIRA SANABRIA 

ACEVEDO, ciudadana colombiana, igualmente, mayor, vecina y  

domiciliada en esta Ciudad, conforme se acredita con el Poder Especial 

que se adjunta a este escrito, respetuosamente formulo ACCIÓN DE 

TUTELA en contra del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   – 

SALA DE DECISIÓN No. SEIS ( 6 )-, Despacho judicial que emitió 

entre otras, la siguiente Providencia: 

 

El 25 de Junio de 2020 se dictó la sentencia de Segunda 

Instancia, proferida por el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   

– SALA DE DECISIÓN No. SEIS ( 6 ), que revocó la providencia del 14 

de Noviembre de 2018, proferida por el JUZGADO QUINTO 

ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA 

BOYACA, que accedió parcialmente a las pretensiones de la 

demandante, dentro del PROCESO DE REPARACIÓN DIRECTA DE 

INDIRA SANABRIA ACEVEDO contra EL MUNICIPIO DE TIBANÁ. 
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Esta Acción de Tutela se interpone con el propósito de obtener el 

amparo  de   los   Derechos  Fundamentales  al      DEBIDO PROCESO  

(artículo 29 de la Constitución), ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN 

DE JUSTICIA Y TUTELA JUDICIAL EFECTIVA (artículo 229 de la 

Constitución); vulnerados por las referidas providencias. 

 

I. PARTES EN ESTA ACCIÓN. 

 

1. PARTE ACCIONANTE 

 

INDIRA SANABRIA ACEVEDO, ciudadana colombiana mayor de edad, 

domiciliada en la ciudad de Bogotá. 

 

2. PARTE ACCIONADA 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   –SALA DE DECISIÓN No. 

SEIS-, que, por sentencia del 25 de Junio de 2020,  revocó la sentencia 

proferida por el JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA BOYACA, que había declarado 

responsable administrativa y extracontractualmente al Municipio de 

TIBANÁ. 

 

  

II. HECHOS QUE DAN ORIGEN A ESTA ACCIÓN. 

 

A continuación, efectúo la relación de los hechos relevantes que dan 

lugar a esta solicitud de amparo, de conformidad con las actuaciones 

contenidas en el expediente que contiene el proceso de sucesión 
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intestada, así como con la documentación e informaciones que me 

fueron proporcionadas por la Accionante.  

  

1. La Doctora  INDIRA SANABRIA ACEVEDO, solicitó que se 

declarara que el municipio de Tibaná (Boyacá) es patrimonial y 

extracontractualmente responsable de los daños antijurídicos, - a 

título de daño especial-, que en la modalidad de perjuicios 

materiales (daño emergente) le ocasionó en su condición de 

propietaria y poseedora del inmueble denominado San Carlos, 

ubicado en la comprensión municipal de Tibaná, con ocasión de 

la destrucción del muro que delimitaba el predio con la vía 

pública, en ejecución de obra pública de pavimentación y 

ampliación de la vía; así mismo, por la ocupación de parte de ese 

terreno con ocasión de la obra mencionada.  También solicitó que 

se declarara la responsabilidad patrimonial y 

extracontractualmente al municipio de Tibaná por los daños 

antijurídicos, a título de daño especial,  por los daños 

ocasionados en el predio San Carlos en razón a los vertimientos 

de residuos líquidos del sistema de acueducto y alcantarillado.  

 

En consecuencia, solicitó que se condene a la entidad demandada 

a indemnizar a la demandante por los perjuicios materiales en la 

modalidad de daño emergente que ha padecido el inmueble de su 

propiedad, así: La suma de $9.776.500 que equivale al valor del 

muro que encerraba el predio. La suma de $47.872.161 por 

concepto de 232,19 metros cuadrados del lote San Carlos que el 

Municipio se apropió al realizar la obra pública de pavimentación 

y ampliación de la vía. La suma de $95.734.468,75 por concepto 

del terreno inutilizado por la erosión ocasionada con ocasión de 

los vertimientos de aguas residuales del sistema de acueducto y 
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alcantarillado.  La suma de $324.228.024, 30 por concepto de  

 

desmejora   del  precio  total  del  inmueble a consecuencia de los 

vertimientos mencionados. Solicitó que las anteriores sumas se 

paguen de conformidad con el IPC del mes de noviembre de 2015 

hasta la fecha de la sentencia, y los intereses moratorios en los 

términos del CPACA, así como el pago de costas a cargo de la 

entidad demandada. 

 

2. El Juzgado Quinto Administrativo Oral del Circuito Judicial de 

Tunja, mediante sentencia proferida el 14 de noviembre de 2018, 

accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. Declaró 

administrativa y extracontractualmente responsable al Municipio 

de Tibaná con ocasión de la obra pública en la que se produjo la 

ocupación del inmueble para la ampliación de la vía que conduce 

del casco urbano del Municipio de Tibaná al sector San Joaquín, 

el retiro del muro que delimitaba el predio con dicha vía y el 

vertimiento de las aguas y residuos líquidos del sistema de 

alcantarilla del Municipio dentro del predio. 

 

3. A título de daño emergente condenó al Municipio al pagar la 

suma de $42.609.986,oo. 

 

4. El Juzgado negó las demás pretensiones de la actora. 

 

5. La demandada y la actora interpusieron el recurso de Apelación 

del cual conoció el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   –

SALA DE DECISIÓN No. SEIS- 
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III. LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIAS 

JUDICIALES. 

 

La acción de Tutela fue dispuesta en el artículo 86 de la 

Constitución Política, siendo desarrollada por el Decreto 2591 de 1991, 

norma que establecía en los artículos 11 y 40, la procedencia de la 

Tutela en contra de providencias judiciales. Si bien las anteriores 

normas fueron declaradas inexequibles por la Sentencia C-543 de 

19921, la Corte Constitucional aceptó expresamente la procedencia del 

amparo en los casos de “actuaciones de hecho imputables al 

funcionario”. 

 

Durante la década de los años 90, la Corte Constitucional reconoció 

la existencia de cuatro causales o “defectos” frente a los cuales 

procedía esta clase de amparo. Dicha doctrina fue refinada durante la 

década del 2000, hasta obtener unificación y balance jurisprudencial 

por medio de la Sentencia C-590 de 2005, cuyas reglas y contenidos 

han sido ampliamente reiterados por la jurisprudencia constitucional2.  

 

De acuerdo con ese fallo, los accionantes deben satisfacer “ciertos 

y rigurosos requisitos de procedibilidad”, diferenciando entre “unos de 

carácter general, que habilitan la interposición de la tutela, y otros de 

carácter específico, que tocan con la procedencia misma del amparo una 

vez interpuesto”3. La Corte diferenció entonces entre los requisitos 

generales y especiales de procedibilidad de la tutela contra  

                                                           
1
 Sentencia C-543 de 1992, M.P. José Gregorio Hernández Galindo 

2
 Entre muchos fallos recientes pueden ser referidas las sentencias SU-727 de 2016 M.P. Alejandro Linares 

Cantillo; SU-573 de 2017 M.P. Antonio José Lizarazo; SU-647 de 2017 M.P. Diana Fajardo Rivera; T-015 de 

2018 M.P. Carlos Bernal Pulido 
3
 Sentencia C-590 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño, consideración jurídica No. 23 
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providencias. 

 

Requisitos generales de procedibilidad de la tutela contra 

providencias judiciales.  

 

 La Corporación identificó seis requisitos, que son los siguientes: (i) 

Que la cuestión que se discute, sea de relevancia constitucional; (ii) 

que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de 

defensa judicial; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) 

que cuando se trate de una irregularidad procesal, esta tenga un efecto 

decisivo o determinante en la sentencia que se imponga; (v) que la 

parte accionante identifique los hechos que generaron la vulneración, 

los derechos vulnerados y que hubiese alegado tales violaciones 

durante el proceso, y (vi) que la acción no se interponga en contra de 

sentencias de tutela. 

 

Requisitos o causales especiales de procedibilidad de la Tutela 

contra providencias judiciales. 

 

 La Corte precisó la existencia de ocho defectos o causales, que 

pueden ser concurrentes, siendo los siguientes: 

 

a) El defecto orgánico, caso en el cual, el funcionario que profirió la 

providencia carece de jurisdicción o de competencia. 

 

b) El defecto procedimental, que acontece cuando el Juez actúa 

completamente fuera del procedimiento previsto para el trámite de 

la actuación. 
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c) El defecto fáctico, que se configura cuando el fundamento 

probatorio  de  la   actuación  es   inadecuado  porque  se  ignora la  

 

prueba, el acceso a la misma, se omite su valoración, o porque se 

fundamenta la decisión en prueba ilícita.  

 

d) El defecto sustantivo, evento en el cual, la decisión es tomada con 

base en norma inaplicable al caso. 

 

e) El error inducido, que se configura cuando la decisión del 

funcionario viola los derechos fundamentales, como consecuencia 

de un error previo o de un engaño originado por otro servidor 

público o por un tercero. 

 

f) Desconocimiento de la cosa juzgada constitucional o del precedente 

constitucional.  

 

g) La decisión judicial sin motivación. 

 

h) La violación directa de la Constitución, por no darse lugar a la 

excepción de inconstitucionalidad o por aplicarse una norma legal 

en contra de lo dispuesto por la Constitución. 

 

 Desde las anteriores consideraciones, a continuación, se demuestra 

la satisfacción de una las causales generales de procedibilidad de la 

acción de tutela en este caso concreto, así como la configuración de las 

siguientes causales especiales o defectos: 
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 Defecto fáctico en dimensión negativa. La sentencia del 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   – SALA DE DECISIÓN NO. 

SEIS- violó el debido proceso, pues absolvió al municipio de Tibaná sin 

tener prueba alguna del acuerdo de INDIRA SANABRIA ACEVEDO con  

el Contratista para derribar el muro y desconoció la prueba del 

vertimiento de las aguas y residuos líquidos del sistema de alcantarilla 

del municipio dentro del predio. 

 

  

IV. SATISFACCIÓN DE LOS REQUISITOS GENERALES DE 

PROCEDIBILIDAD EN EL PRESENTE CASO. 

 

A continuación, se explicita la satisfacción de los requisitos generales 

de procedibilidad.  

  

1. La relevancia constitucional del asunto discutido en este caso. 

 

Para la procedencia de la acción se exige en primer lugar, que la 

cuestión que se discuta tenga relevancia constitucional. Al respecto la 

Sentencia C-590 de 2005 señaló que “el Juez constitucional no puede 

entrar a estudiar cuestiones que no tienen una clara y marcada 

importancia constitucional so pena de involucrarse en asuntos que 

corresponde definir a otras jurisdicciones. En consecuencia, el juez de 

tutela debe indicar con toda claridad y de forma expresa porqué la 

cuestión que entra a resolver es genuinamente una cuestión de 

relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las 

partes.”4 

 

                                                           
4
 Sentencia C-540 de 2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño, consideración No 24 
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La Corte Constitucional ha dicho que la relevancia constitucional 

puede asumir una cualquiera de dos modalidades, o la concurrencia 

de ambas5: (i) que el caso involucre una controversia sobre el 

contenido, alcance y goce de un derecho fundamental o (ii) que el caso  

implique un debate de trascendencia constitucional. 

 

Este caso satisface las dos condiciones exigidas por la 

jurisprudencia. De un lado plantea una controversia alrededor del 

principio del debido proceso, el acceso a la justicia y la tutela judicial 

efectiva, relacionada con la violación de esos derechos de la 

accionante, en la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de 

Boyacá, Sala de Decisión No. Seis, pues sin que existiera prueba en el 

proceso, puesto que supuso la existencia de un acuerdo para derribar 

un muro entre la accionante, INDIRA SANABRIA ACEVEDO, y el 

contratista del municipio de Tibaná que ejecutó la obra pública. 

 

En su dimensión legal, el asunto se encuentra regulado por las 

normas del Código Contencioso Administrativo que señala que las 

decisiones judiciales deben fundamentarse en prueba legalmente 

recaudada. 

 

En segundo término, se asiste a un debate de trascendencia 

constitucional, que involucra los conceptos jurídicos de necesidad de 

la prueba y estándar de prueba, especialmente respecto de la 

interpretación conforme con la Constitución, de las normas del código 

contenciosos administrativo y general del proceso. Este punto es muy 

importante, pues no basta con plantear o imponer la interpretación 

literal de las normas de esos códigos, sino el deber constitucional de  

                                                           
5
 Sentencia T-371 de 2017 M.P. Alberto Rojas Ríos, consideración No. 7 
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decidir conforme la prueba obrante en los procesos.   

 

2. Que se hayan agotado los medios de defensa judicial, salvo que 

se trate de la consumación de un perjuicio iusfundamental 

irremediable. 

 

Este segundo requisito está relacionado el carácter subsidiario de la 

acción de tutela, que le impone al accionante la obligación de agotar 

los medios de defensa judicial antes de acudir al amparo. Las normas 

de referencia son el artículo 86 de la Constitución, donde se dispone 

que “Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro 

medio de defensa judicial”, y en segundo término, el numeral 1 del 

artículo 6 del Decreto 2591 de 1991, de acuerdo con el cual la acción 

de Tutela no procederá “cuando existan otros recursos o medios de 

defensa judiciales”. 

 

La jurisprudencia señala que no basta con que exista un medio 

judicial de defensa, sino que el medio de defensa sea eficaz, es decir, 

oportuno e integral; y que sea idóneo, es decir, apto para responder a 

la violación de los derechos fundamentales, considerando 

efectivamente la situación del accionante.  

  

El salvamento parcial de voto de la Magistrada Fajardo Rivera a la 

Sentencia T-029 de 2018 precisa de la mejor manera el carácter 

subsidiario de la acción de tutela al señalar: “7. De manera que, 

siguiendo una línea jurisprudencial constante y vigente durante más 

de 25 años, esta Corporación ha definido el principio de 

subsidiariedad a través de cuatro supuestos: (i) la Tutela procede si no 

hay otro mecanismo de defensa judicial; (ii) la Tutela procede cuando  
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existen mecanismos que, en abstracto podrían proteger el derecho, 

pero en las circunstancias del caso concreto no son idóneos [ausencia 

de idoneidad]; (iii) la Tutela procede cuando existen esos mecanismos 

en abstracto, pero, en concreto, no son eficaces [ineficacia]; y (iv) 

finalmente, la Tutela procede como mecanismo transitorio cuando 

existen   otros    medios   de    defensa,  pero,   mientras se  obtiene  el  

 

pronunciamiento correspondiente, podría producirse la lesión a un 

derecho”6. 

 

En el presente caso, la accionante INDIRA SANABRIA ACEVEDO 

no dispone de otro mecanismo judicial para proteger sus derechos, 

pues acudió, en su oportunidad a la conciliación la cual fracasó; 

posteriormente inicio la acción contenciosa contra el municipio la cual 

ya surtió las dos instancias previstas en la ley. 

 

 

En consideración de lo anterior, se tiene que INDIRA SANABRIA 

ACEVEDO, por medio de apoderado, ha agotado todos los medios 

judiciales de defensa a su alcance, satisfaciendo el requisito de 

subsidiariedad.  

 

3. Cumplimiento del requisito de inmediatez. 

 

El enunciado general indica que la acción de Tutela no tiene 

término de caducidad en la medida que el artículo 86 de la 

Constitución dispone que el amparo puede ser propuesto "en todo 

momento y lugar”. Sin embargo, la Corte Constitucional desde 
                                                           
6
 Consideración No. 7 del Salvamento parcial de voto de la Magistrada Diana Fajardo Rivera a la Sentencia 

T-029 de 2018 M.P. Carlos Libardo Bernal Pulido 
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comienzos de la década del 2000, comenzó a señalar que el amparo 

debía ser formulado dentro de un “plazo razonable”, precisando, 

además, que “La razonabilidad de este plazo está determinada por la 

finalidad misma de la Tutela, que debe ser ponderada en cada caso 

concreto.  De acuerdo con los hechos, entonces, el Juez está encargado 

de establecer si la Tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial 

y adecuado, de tal modo que no se vulneren derechos de terceros”7. 

 

La jurisprudencia posterior identificó algunos criterios que debían 

ser tenidos en cuenta para la fijación del “plazo razonable en el caso 

concreto”. Adicionalmente, algunos pronunciamientos 

jurisprudenciales han señalado un término indicativo de seis meses 

para proponer la solicitud de amparo, contados a partir de la última 

actuación, sin que esta sea una regla mecánica de aplicación. Así dijo 

que “como parámetro general, en varias providencias, esta Corporación 

ha sostenido que, ante la inexistencia de un término definido, en 

algunos casos se ha considerado que el plazo oportuno es de seis 

meses, luego de lo cual podría declararse la improcedencia de la tutela, 

a menos que, atendiendo a las particularidades del caso sometido a 

revisión, se encuentren circunstancias que justifiquen la inactividad 

del accionante. En esas hipótesis, por ejemplo, se ha llegado a 

considerar que, bajo ciertos supuestos, un término de dos años puede 

llegar a ser considerado razonable8. 

 

Atendiendo a la actividad judicial desarrollada por INDIRA 

SANABRIA ACEVEDO, se tiene que la última actuación judicial 

correspondió a la emisión de la providencia del 25 de junio de 2020 del 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   – SALA DE DECISIÓN No. 

SEIS, que desató el recurso de Apelación interpuesto, la que fue  
                                                           
7
 Sentencia SU-961 de 1999 M.P. Vladimiro Naranjo Mesa 

8
 Sentencia T-031 de 2016 M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez, consideración No. 9.7 
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notificada por estado del 16 de Agosto del mismo año. Dentro de esta 

perspectiva, la formulación de este amparo acontece dentro de un 

término razonable de tiempo. 

  

4. La existencia de irregularidades procesales y los efectos 

decisivos de las mismas en la providencia que se cuestiona.  

 

El cuarto requisito general de procedibilidad señala que cuando 

se alega la existencia de una irregularidad procesal, esta debe tener un 

efecto decisivo o determinante en la decisión judicial que se cuestiona, 

y debe implicar la violación de los derechos fundamentales de la parte 

accionante. 

 

Esta solicitud de amparo plantea la existencia de irregularidades 

sustantivas del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   – SALA 

DE DECISIÓN No. SEIS, al momento de desatar el recurso de 

apelación interpuesto contra la decisión del JUZGADO QUINTO 

ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA 

BOYACA. 

 

5. La identificación de los hechos generadores de la violación, los 

derechos afectados y que se haya alegado la vulneración. 

 

La presentación de los hechos generadores de la violación de los 

derechos fundamentales a la accionante INDIRA SANABRIA 

ACEVEDO se encuentra registrada en la Sección III de esta solicitud de 

amparo. 
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Los derechos vulnerados son el DEBIDO PROCESO, el derecho de libre 

acceso a la administración de justicia y el derecho a la Tutela judicial 

efectiva. La violación de éstos se materializa, entre otros momentos 

procesales, en el momento en que el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO 

DE TUNJA BOYACA, profiere sentencia con base en un testimonio que  

 

no obra en el proceso, según el cual INDIRA SANABRIA ACEVEDO 

autorizo derribar el muro que separaba su propiedad con la vía 

pública. 

 

 

6. Que no se trate del ejercicio de acción de tutela contra fallos de 

tutela. 

 

El último de los requisitos generales de procedibilidad consignados en 

la Sentencia C-590 de 2005, señala que para que proceda el amparo, 

no debe tratarse del ejercicio de una acción de Tutela en contra de 

fallos de Tutela. 

 

De conformidad con lo expuesto y reiterado en este escrito, la presente 

acción de tutela se propone en contra de la sentencia del TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   – SALA DE DECISIÓN No. SEIS, que 

revocó la providencia del 14 de noviembre de 2018, proferida por el 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE TUNJA, que accedió parcialmente a las pretensiones de 

la demandante, dentro del proceso de reparación directa de INDIRA 

SANABRIA ACEVEDO contra el municipio de TIBANÁ. 
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V. DEFECTO FÁCTICO EN DIMENSIÓN NEGATIVA CON 

DEFECTO SUSTANTIVO. 

 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   – SALA DE DECISIÓN No. 

SEIS, al momento de revocar la providencia del 14 de Noviembre de 

2018, proferida   por   el JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL  

 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA, que accedió parcialmente a las 

pretensiones de la demandante, dentro del proceso de Reparación 

Directa de INDIRA SANABRIA ACEVEDO contra el Municipio de 

TIBANÁ lo hizo con base en una prueba testimonial que no obra dentro 

del recaudo probatorio del proceso contencioso administrativo. 

 

 

1. El defecto fáctico. 

 

El defecto fáctico está relacionado con las pruebas, es uno de los de 

mayor ocurrencia y ha sido caracterizado muchas veces por la Corte 

Constitucional. La Sentencia C-590 de 2005 dice que el mismo “surge 

cuando el Juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación 

del supuesto legal en el que se sustenta la decisión”9. 

 

De modo genérico ha dicho la Corte Constitucional, que acontece 

el defecto fáctico, “cuando la providencia judicial es el resultado de un 

proceso en el que (i) dejaron de practicarse pruebas determinantes 

para dirimir el conflicto, o que (ii) habiendo sido decretadas y 

practicadas, no fueron apreciadas por el juez bajo la óptica de un  

                                                           
9
 Sentencia C-590 de 2005 M.P. Jaime Córdoba Triviño, consideración No. 25 
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pensamiento objetivo y racional, o que (iii) carecen de aptitud o de 

legalidad, bien sea por su inconducencia, impertinencia o porque 

fueron recaudadas de forma inapropiada”10. 

 

De manera más precisa, la Corte ha señalado que el defecto 

fáctico tiene dos dimensiones, la positiva y la negativa, y que cada una 

de ellas ofrece modalidades especiales. Así dijo en la Sentencia T-102 

de 2006 que “La Corte ha identificado dos dimensiones en las que se  

 

presentan defectos fácticos: Una dimensión negativa que ocurre 

cuando el juez niega o valora la prueba de manera arbitraria, 

irracional y caprichosa u omite su valoración y sin razón valedera da 

por no probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge 

clara y objetivamente. Esta dimensión comprende las omisiones en la 

valoración de pruebas determinantes para identificar la veracidad de 

los hechos analizados por el Juez. Y una dimensión positiva, que se 

presenta generalmente cuando el Juez aprecia pruebas esenciales y 

determinantes de lo resuelto en la providencia cuestionada que no ha 

debido admitir ni valorar porque, por ejemplo, fueron indebidamente 

recaudadas (artículo 29 C. P.) o cuando da por establecidas 

circunstancias sin que exista material probatorio que respalde su 

decisión, y de esta manera vulnere la Constitución.”11 

 

La existencia de estas dos dimensiones fue recientemente 

reiterada, entre otras, en la Sentencia SU-062 de 2018, donde se 

sostuvo que “La dimensión negativa se configura cuando el juez (i) 

niega una prueba; (ii) no se valora una prueba o se valora de manera 

arbitraria, irracional o caprichosa u (iii) omite por completo la  
                                                           
10

 Sentencia T-015 de 2018 M.P. Carlos Libardo Bernal 
11

 Sentencia T-102 de 2006, M.P. Humberto Sierra Porto, consideración jurídica No. 5 
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valoración de pruebas determinantes para identificar la veracidad de 

los hechos analizados o determinante en el desenlace del proceso. La 

dimensión positiva se configura, en cambio, (i) cuando el juez admite 

pruebas que no ha debido admitir ni valorar, por ejemplo, por tratarse 

de pruebas ilícitas o (ii) cuando el Juez decide conforme a elementos 

probatorios que, por disposición de la ley, no conducen a demostrar el 

hecho sobre el cual se fundamenta la decisión.”12 

 

Pues bien, en el presente caso la decisión el Tribunal la fundamentó de 

la siguiente manera: 

 

En oficio dirigido a la señora INIDIRA SANABRIA ACEVEDO fechado del 16 

de marzo de 2016, entre otras cosas le informó que: 

 

“En la ejecución de los trabajos frente a su predio, no se amplió la vía 

utilizando parte de su predio para la ejecución de los trabajos. La franja 

utilizada para la ejecución de los trabajos corresponde exactamente 

a la franja de la calle. La pared de cerca a la cual hace referencia en 

el oficio, se encontraba totalmente deteriorada, estaba inclinada 

hacia la calle y representaba de alguna forma un riesgo de colapso y 

riesgo a los peatones. Con el trabajo del contrato, el paso de la 

maquinaria, las paredes colapsarían dada la inclinación de estas paredes, la 

falta de elementos estructurales, el avanzado estado de deterioro y la 

construcción de una excavación para un filtro longitudinal. En tal sentido el 

ingeniero contratista HENRY BUITRAGO, concertó con usted la 

demolición de dichas paredes por el inminente colapso de las 

mismas. Así mismo el ingeniero concertó con usted que los materiales 

provenientes de la demolición se dejaran en su predio. 

 

 

 

                                                           
12

 Sentencia SU-062 de 2018 M.P. Alejandro Linares Cantillo, consideración No. 84  
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Como contraprestación a los posibles daños causados en su predio, se 

dejaron 14 instalaciones sanitarias en tubería PVC de 6” hacia el lote 

de su propiedad. Cada instalación de acometida tiene un precio probable 

de 500.000 pesos que incluyen, excavación, suministro de la tubería y el 

tapado con material seleccionado según diseño. Cada usuario debía 

financiar su acometida tanto de acueducto como de alcantarillado, si 

embargo en el caso particular de su predio, se dejaron 14 instalaciones ante 

la posibilidad de loteo(…)” (fl. 23). (Negrilla fuera de texto). 

 

No obstante, al revisar la bitácora de la obra a folio 339 hay unas 

anotaciones que pueden cotejarse con la respuesta que el municipio le dió a 

la señora IINDIRA SANABRIA en oficio transcrito parcialmente con 

anterioridad, así: 

 

“(…)07/nov/15: Se inicia la demolición con permiso de los dueños del 

predio que se encuentra frente a la urbanización. A la par se inicia a 

extender el material para rellenar la excavación que se hizo por los costados 

de la vía, luego se compactó para sellar el material. 

 

09/nov/15: Se continúa este día con la demolición del muro y su retiro 

del mismo para adelantar la acumulación, extendida y compactación del 

recebo por los costados. 

 

10/nov/15: En este día se continúa con el retiro de los escombros y se 

extiende y compacta el recebo en la parte restante, se riega agua sobre el 

recebo para continuar compactando aún más y mejor el recebo. 

 

11/nov/15: Se da inicio a la excavación de domiciliarias de aguas 

domésticas para los lotes que se presentan a futuro como residencias 

o urbanización (…)” 

 

Si en gracia de discusión la demolición no se hubiera efectuado de común 

acuerdo, la demandante no acreditó la titularidad de ese bien, del cual 

además no se acreditó el cumplimiento de las condiciones establecidas en las  
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NSR – 10 (Ley 400 de 1997), por lo cual si presentaba condiciones 

amenazantes, el municipio estaba no solo en el derecho, sino en la obligación 

de demolerlo, aplicando el principio de precaución establecido en la Ley 1523 

de 2012, en materia de gestión del riesgo. Adicionalmente, conforme a las 

descripciones del muro presentadas en la demanda, este violaba lo 

establecido en el numeral 5 del artículo 2.2.6.2.6 del Decreto 1077 de 2015 

“Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector 

Vivienda, Ciudad y Territorio”, el cual señala: 

 

“(…) 5. Cerramientos. El cerramiento de los predios se realizará con 

elementos transparentes, los cuales se podrán combinar con elementos 

vegetales de acuerdo con lo que para el efecto se especifique en las normas 

urbanísticas. En todo caso, se prohibirán los cerramientos con tapias o muros 

que obstaculicen o impidan el disfrute visual del paisaje rural”. 

 

Adicionalmente se establece que ni en el referido oficio emanado por el 

municipio de Tibaná ni en la bitácora de la obra se habló de la propietaria o 

propietarios del muro (sino del predio), siendo que de acuerdo a los hechos 

séptimo y noveno de la demanda, este muro delimitaba con la vía pública 

carrera 2, es decir, servía de lindero entre la vía pública y el terreno de 

propiedad de la actora, entendiéndose por lindero la “línea de división de 

una propiedad que viene descrita en las escrituras de la misma”. 

 

 

2. La configuración del defecto fáctico en dimensión negativa, con 

violación del debido proceso de la Accionante.  

 

El error fáctico denunciado se da porque la prueba habiendo sido 

decretada y practicada, no fueron apreciadas por el Juez bajo la 

óptica de un pensamiento objetivo y racional. En efecto, la 

comunicación de la alcaldía de Tibaná y la bitácora de la obra 

fueron tomadas como documentos que atestaba la realidad cuando  



 
 
EDUARDO TAPIAS SERNA 
    DOCTOR EN DERECHO 
PROFESOR UNIVERSITARIO 

 

 
 
Calle 48 No. 14-61 Oficina 308 TB. Edificio Almenar. Tel. 3102656426 Bogotá Colombia 

Email:tapitaseduardo@hotmail.com 

 Página 
20 

 
  

 

contienen declaraciones sobre un hecho y han debido ser valoradas 

en ese sentido y no como un documento. En otros términos, se 

confundió el tema de prueba que está integrado por los hechos que 

deben probarse, según el contenido de la excepción formulada, y 

medio de prueba es el que se utiliza para hacer dicha demostración. 

 

En efecto, las declaraciones realizadas por una persona por fuera 

del proceso, y concretamente fuera del testimonio que se rinde ante 

un Juez, pueden hacer parte del tema de prueba. La Ley procesal no 

establece límites para la demostración de la existencia y contenido 

de las declaraciones que hacen parte del tema de prueba, lo que es 

coherente con el principio de libertad probatoria que inspira todo el 

ordenamiento procesal colombiano.  

 

Así, es posible que la existencia y contenido de un hecho pueda 

demostrarse a través de un documento o de un testigo que la haya 

escuchado. De igual modo, es posible que se requiera de un Perito 

para establecer un hecho cuando se requieren conocimientos 

especializados. En estos casos, es necesario distinguir el tema de 

prueba y los medios de prueba. Los medios de prueba pueden ser el 

testimonio, el documento, el peritaje y demás admitidos por la 

legislación. En contraposición el objeto de prueba es una categoría 

objetiva y abstracta y constituye un aspecto específico del tema de 

prueba, que sirven para demostrarle al Juez la existencia y 

contenido de la declaración.  

 

Esta diferencia entre tema de prueba y medio de prueba es 

determinante en materia de prueba de referencia o de oídas, porque 

cuando la declaración anterior es parte del tema de prueba, es  
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admisible el documento que la contenga o la declaración de la 

persona que la percibió directa y personalmente. Lo fundamental es 

que en estos casos no se afecte el derecho a la confrontación porque 

así la contraparte podrá utilizar todos los medios de impugnación 

frente al testigo que tuvo conocimiento «personal y directo» de 

aquello que constituye objeto de prueba.  

 

En los eventos en que se presenta un testigo que no presenció los 

hechos, pero tuvo conocimiento de los mismos,  por lo que otra 

persona le narró, se presenta un problema de prueba indirecta o de 

oídas. Ahora si se trata de una declaración anterior, que se está 

ofreciendo como medio de prueba de un elemento relevante para la 

decisión de la disputa judicial, es necesario que contra quien se 

aduce pueda ejercer el derecho a la confrontación frente al testigo  

 

que dice haber presenciado los hechos, posibilidad que le sería 

truncada si su versión es llevada a juicio a través del testigo que 

escuchó el relato, lo escribió y no se da la oportunidad de 

contrastarlo o contrainterrogarlo.  

 

En la práctica suele suceder que cuando una parte le pregunta a 

un testigo sobre lo que le escuchó decir a una persona por fuera del 

juicio oral, se levanta la objeción por prueba de referencia o de 

oídas. Es común que muchas manifestaciones anteriores al juicio 

hagan parte del tema de prueba y, por ello, cualquier persona que 

las haya escuchado directamente puede ser citado en calidad de 

testigo; sin embargo, si se acepta y valora un documento que 

contiene una atestación, ésta no puede valorarse sin la debida 

confrontación, producto del derecho a la contradicción probatoria. 
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De ahí las reglas de admisibilidad de un documento que operan 

cuando un documento contiene declaraciones anteriores al juicio El 

análisis sobre la admisibilidad de una declaración anterior al juicio 

no puede reducirse así se trate de una prueba testimonial o 

documental, porque, según se ha visto, lo de fondo es establecer 

cuál es el papel que juega la declaración en las hipótesis de las 

partes, esto es, si constituye parte del tema de prueba o si se está 

utilizando como medio de prueba, y si la admisión de la declaración 

anterior afecta el ejercicio del derecho a la confrontación.  

 

Cuando el documento contiene una declaración anterior y que, en 

consecuencia, constituye una versión en ese punto operan las 

normas sobre el testimonio. 

 

 

En el caso en concreto se emplearon dos documentos que contenían 

declaraciones testificales que debían haberse ordenado y practicado en 

ejercicio del derecho a contradicción. En efecto, la primera de ellas es 

el oficio de la Alcaldía de Tibaná a INIDIRA SANABRIA ACEVEDO 

fechado del 16 de marzo de 2016. En él se lee lo siguiente: 

 

“En la ejecución de los trabajos frente a su predio, no se amplió la vía 

utilizando parte de su predio para la ejecución de los trabajos. La franja 

utilizada para la ejecución de los trabajos corresponde exactamente a la 

franja de la calle. La pared de cerca a la cual hace referencia en el oficio, se 

encontraba totalmente deteriorada, estaba inclinada hacia la calle y 

representaba de alguna forma un riesgo de colapso y riesgo a los peatones. 

Con el trabajo del contrato, el paso de la maquinaria, las paredes 

colapsarían dada la inclinación de estas paredes, la falta de elementos 

estructurales, el avanzado estado de deterioro y la construcción de una  
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excavación para un filtro longitudinal. En tal sentido el ingeniero 

contratista HENRY BUITRAGO, concertó con usted la demolición de 

dichas paredes por el inminente colapso de las mismas. Así mismo el 

ingeniero concertó con usted que los materiales provenientes de la demolición 

se dejaran en su predio.” (Subrayas fuera del texto) 

 

Este documento es citado y constituye uno de los fundamentos 

probatorios de la sentencia acusada, pues fue citado al pie de la letra 

en la página 28 de la decisión. 

 

Posteriormente, en la página 29 de la sentencia confutada se 

afirma que: 

 

No obstante, al revisar la bitácora de la obra a folio 339 hay unas 

anotaciones que pueden cotejarse con la respuesta que el municipio le dio a 

la señora INDIRA SANABRIA en oficio transcrito parcialmente con 

anterioridad, así: 

 

“(…)07/nov/15: Se inicia la demolición con permiso de los dueños del 

predio que se encuentra frente a la urbanización. A la par se inicia a 

extender el material para rellenar la excavación que se hizo por los costados 

de la vía, luego se compactó para sellar el material. 

 

Pues bien, los dos documentos contienen declaraciones sobre los 

hechos que fueron realizadas por personas por fuera del proceso, y, en 

consecuencia, la parte contra la que se aducen ahora no tuvo la 

oportunidad de contradecirlo mediante contrainterrogatorio. Esto 

significa que se incorporó al proceso y se valoró un testimonio que no 

fue decretado y del cual no se dio la oportunidad de contradecir 

mediante el debido interrogatorio.  
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En otros términos, se violó el DEBIDO PROCESO, establecido en 

el artículo 29 Constitucional que, en materia probatoria, señala: 

 

El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 

administrativas. 

 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le 

imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la plenitud de 

las formas propias de cada juicio. 

 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se 

aplicará de preferencia a la Toda persona se presume inocente mientras no se 

la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a 

la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante 

la investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones 

injustificadas; a presentar pruebas y a controvertir las que se alleguen 

en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado dos 

veces por el mismo hecho. 

 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 

proceso. (subrayas y negrillas fuera del texto) 

 

Norma que, a nivel legal, desarrolla el artículo 164 de la ley 1564 

de 2012, Código General del Proceso, que dispone: 

 

Toda decisión judicial debe fundarse en las pruebas regular y oportunamente 

allegadas al proceso. Las pruebas obtenidas con violación del debido proceso 

son nulas de pleno derecho. 

 

En este orden de ideas, se le dio valor a unos testimonios, que 

estaban incorporados en documentos de carácter público, sin que la 

parte contra la cual se aducen hubiese contrainterrogado a quienes 

hicieron las declaraciones.  
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No obstante, es de anotar que respecto de la comunicación de la 

Alcaldía de Tibaná a INDIRA SANABRIA ACEVEDO se incorporó un 

testimonio de oídas, puesto que se afirma: “En tal sentido el Ingeniero 

contratista HENRY BUITRAGO, concertó con usted la demolición de dichas 

paredes por el inminente colapso de las mismas. Así mismo el Ingeniero 

concertó con usted que los materiales provenientes de la demolición se dejaran en su 

predio”13.  

 

Obsérvese que el testigo de oídas, que es quien suscribió el oficio 

dirigido a Indira Sanabria Acevedo, no declaró en el proceso, pero se le  

valoró, lo cual constituye otra irregularidad que viola el debido 

proceso. 

 

Con respecto al testimonio indirecto o de oídas el Consejo de 

Estado,  Sección   Segunda,   señalo  que  los testigos  de  “oídas”  son  

 

testimonios indirectos de un acontecimiento que se quiere probar. La 

validez y la credibilidad que transmiten exige una valoración rigurosa 

de esta clase particular de prueba. El alto Tribunal aclaró que, como 

ocurre con cualquier otro medio de prueba admitido por la ley, la 

valoración de este testimonio deberá realizarla el Juez de manera 

conjunta con los demás elementos probatorios que hubieren sido 

oportuna y regularmente acopiados en el proceso, con el agregado de 

que en estos casos debe tenerse especial cuidado para efectos de 

someter la versión del declarante a un tamiz particularmente riguroso, 

pues es necesario evitar que los hechos a los cuales se les otorgue 

credibilidad resulten distorsionados por el proceso de comunicación a 

que se encuentra sometida una declaración de tal naturaleza, puesto 

que es evidente que el relato de los hechos que realizará el testigo de  
                                                           
13

 Sentencia del Tribunal, folio 28. 
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oídas no tendrá relación con aquellos que él hubiere percibido de 

manera directa, sino que se referirá a hechos respecto de los cuales 

tuvo conocimiento de manera indirecta, por la referencia o transmisión 

que sobre los mismos le hubiere efectuado otra persona14. 

 

  Para evitar la alteración de la descripción de los hechos el Juez 

debe verificar, entre otros aspectos, lo siguientes: i) Las calidades y 

condiciones del testigo de oídas; ii) Las circunstancias en las cuales el 

propio testigo de oídas hubiere tenido conocimiento, indirecto o por 

referencia, de los hechos a los cuales se refiere su versión; iii) La 

identificación plena y precisa de la (s) persona (s) que, en calidad de 

fuente, hubiere (n) transmitido al testigo de oídas la ocurrencia de los 

hechos sobre los cuales versa su declaración, para evitar así que un 

verdadero testimonio pueda confundirse con un rumor, en cuanto  

proviniere   de    fuentes    anónimas   o     indeterminadas;   iv)      La  

determinación acerca de la clase de testimonio de oídas de que se 

trata, puesto que estará llamado a brindar mayor confiabilidad el 

testimonio de oídas de primer grado que aquel que corresponda al 

grado sucesivo por ser el resultado de haber escuchado a otro relatar 

unos hechos de los cuales dicho tercero tuvo conocimiento por el relato 

que, a su turno, recibió de otra persona, y así sucesivamente. 

 

Pues bien, en el presente caso ni siquiera declaró el testigo, pues se 

aceptó como cierto el contenido de un oficio en el que el firmante 

afirma unos hechos que no le constan, no se conocen las 

circunstancias en las cuales el propio testigo de oídas hubiere obtenido 

por referencia ese conocimiento, tampoco se ha identificado a la (s)  

                                                           
14

 Consejo de Estado Sección Segunda, Sentencia (39542016), junio 14 de 2018, 
rad. 25000234200020140380101 
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persona (s) que, en calidad de fuente, le suministró la información, y 

finalmente, tampoco se determinó la clase de testimonio de oídas de 

que se trata, puesto que no se sabe si es testigo de oídas de primer 

grado o de otro nivel. 

 

En resumen, la sentencia del 25 de Junio de 2020, proferida por 

el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   – SALA DE DECISIÓN 

No. SEIS, que revocó la providencia del 14 de Noviembre de 2018, 

proferida por el JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA, que accedió parcialmente a las 

pretensiones de la demandante, dentro del Proceso de Reparación 

Directa de INDIRA SANABRIA ACEVEDO contra el Municipio de 

Tibaná, contiene un defecto fáctico pues violó el artículo 29 de la 

Constitución Política -DEBIDO PROCESO- en la faceta de presentar 

pruebas y a controvertir las que se alleguen en su contra, pues aceptó 

testimonios de oídas que no fueron decretados, y fueron valorados por 

fuera de las exigencias mínimas de la sana crítica. 

 

VI. PRUEBAS 

 

Con el fin de establecer la vulneración de los derechos 

Constitucionales invocados, acompaño los siguientes documentos: 

 

1. Copia de la sentencia proferida por el TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   – SALA DE DECISIÓN No. 

SEIS, que revocó la providencia del 14 de noviembre de 2018, 

proferida por el JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE TUNJA, que accedió parcialmente 

a las pretensiones de la demandante, dentro del PROCESO DE  
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REPARACIÓN DIRECTA DE INDIRA SANABRIA ACEVEDO 

CONTRA EL MUNICIPIO DE TIBANÁ. 

 

2. Copia de la sentencia de Primera Instancia proferida por el 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE TUNJA BOYACA. 

 

3.  Poder legalmente conferido. 

 

 

VII. LAS ORDENES 

 

PRIMERA: Se anule la sentencia proferida por el TRIBUNAL 

ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ   – SALA DE DECISIÓN No. SEIS, que 

revocó la providencia del 14 de noviembre de 2018, proferida por el 

JUZGADO QUINTO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO 

JUDICIAL DE TUNJA, que accedió parcialmente a las pretensiones de 

la demandante, dentro del PROCESO DE REPARACIÓN DIRECTA DE  

 

INDIRA SANABRIA ACEVEDO CONTRA EL MUNICIPIO DE 

TIBANÁ, conforme las razones expuestas en este escrito. 

 

SEGUNDA: Se ordene al TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

BOYACÁ – SALA DE DECISIÓN No. SEIS, que dicte sentencia dentro 

del PROCESO DE REPARACIÓN DIRECTA de INDIRA SANABRIA 

ACEVEDO contra el municipio de TIBANÁ, con observancia de las 

reglas sobre el TESTIMONIO INDIRECTO o de oídas. 
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VIII. JURAMENTO 

 

En cumplimiento al artículo 37 de decreto 2591 de 1991 

manifiesto bajo la gravedad del juramento que no se ha presentado 

ninguna otra acción de tutela por los mismos hechos y derechos.  

 

 

IX. ANEXOS 

 

Los documentos anunciados en el capítulo de pruebas, copia de la 

Tutela para el archivo del Juzgado y Poder  

 

 

X. NOTIFICACIONES 

 

1. El suscrito Apoderado recibirá notificaciones en la ciudad de 

Bogotá D.C., en la Calle 48 No. 14-61 Oficina 308 Torre B 

Edificio Almenar de la ciudad de Bogotá, D.C., en el número 

celular 310-2656426 y correo electrónico:  

tapitaseduardo@hotmail.com 

 

2. La accionante Doctora INDIRA SANABRIA ACEVEDO recibirá 

notificaciones en el correo electrónico: 

indirasanabria@yahoo.com y en la Calle 57 18-22 Oficina 302 

de Bogotá. 

 

 

 

mailto:indirasanabria@yahoo.com
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3. El accionado TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE TUNJA BOYACÁ 

– SALA DE DECISIÓN No. SEIS recibirá notificaciones en  

PALACIO DE JUSTICIA DE TUNJA. CARRERA 9 No. 20-62 PISO 

5°. Teléfono: (8) 7403091 de la ciudad de Tunja Boyacá y correo 

electrónico: sectradmboy@cendoj.ramajudicial.gov.co 

  

  

Cordialmente, 

 

 

 

 

 

  

EDUARDO TAPIAS SERNA 
C.C. No. 19.100.244 de Bogotá 
T.P. No. 23.908 del C. S. de la J. 
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